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SENTENCIA DE CASACIÓN 
 

Lima, diecinueve de junio de dos mil dieciocho 
 

     VISTOS: en audiencia pública, el 

recurso de casación interpuesto por Juan José Herrera Távara y 

Teódulo Valeriano Quispe Huertas contra el auto de vista –folios 

novecientos cuarenta a novecientos cincuenta y cinco– expedido el 

treinta y uno de enero de dos mil diecisiete, que revocó el auto 

de primera instancia –folios ochocientos quince a ochocientos 

veintinueve– y declaró infundada la solicitud de sobreseimiento de 

la causa expedida a favor de los mencionados imputados como 

presuntos autores del delito de contaminación ambiental –artículo 

trescientos cuatro del Código Penal–, y al primero de los nombrados 

también como presunto autor del delito de responsabilidad de los 

representantes legales de las personas jurídicas –artículo trescientos 

catorce del Código Penal–, con lo demás que al respecto contiene.  

Intervino como ponente el señor Juez Supremo Sequeiros Vargas. 

 
 

Sumilla. Infracción del deber en delitos contra el 
medio ambiente 
Frente al debate de las teorías comúnmente 
esgrimidas en el ámbito de la autoría y participación   
–i) dominio del hecho e ii) infracción del deber–, en lo 
que respecta al delito de contaminación del medio 
ambiente, por tratarse de un delito complejo en virtud 
de su singular estructura e implicancia material                      
-importa una ley penal en blanco que 
inevitablemente remite al derecho administrativo–, es 
viable optar por la teoría de la infracción del deber, el 
cual se conceptualiza –en términos amplios– como la 
competencia de un agente que le viene otorgada 
por una norma jurídica para desenvolverse dentro de 
un espacio institucional –verbigracia: una compañía 
minera–. 
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PRIMERO. ANTECEDENTES DEL PROCESO EN PRIMERA Y SEGUNDA 

INSTANCIA 

1.1. Mediante la Resolución número veintiuno, expedida el treinta 

de mayo de dos mil dieciséis –folios ochocientos quince a 

ochocientos veintinueve del tomo dos–, el magistrado del Primer 

Juzgado de Investigación Preparatoria de la Corte Superior de 

Justicia de Pasco declaró fundado el requerimiento de 

sobreseimiento por la causales previstas en los literales a y d 

del inciso dos del artículo trescientos cuarenta y cuatro del 

Código Procesal Penal, formulado por Juan José Herrera 

Távara y Teódulo Valeriano Quispe Huertas en la investigación 

que se les siguió por la presunta comisión de los delitos de 

contaminación ambiental                    –artículo trescientos cuatro 

del Código Penal– y responsabilidad de los representantes 

legales de las personas jurídicas –artículo trescientos catorce-A del 

Código Penal–. 

1.2. Contra dicha resolución, el diecisiete y dieciocho de agosto 

de dos mil dieciséis los representantes tanto del Ministerio 

Público  

–folios ochocientos cuarenta a ochocientos cuarenta y cinco del tomo 

dos– como de la Procuraduría Pública del Ministerio del 

Ambiente  

–folios ochocientos cuarenta y siete a ochocientos cincuenta y seis– 

interpusieron recurso de apelación, elevándose los actuados 

a la Sala Superior Penal de Apelaciones de la Corte Superior 

de Justicia de Pasco, cuyos integrantes, mediante la 

Resolución número nueve, expedida el treinta y uno de 

enero de dos mil diecisiete –folios novecientos cuarenta a 

novecientos cincuenta y cinco del tomo dos–, revocaron la decisión 

asumida por el A quo y declararon infundado el 
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sobreseimiento postulado por la defensa técnica de los 

imputados. 

1.3. Como consecuencia de lo mencionado, el treinta de marzo 

de dos mil diecisiete los coprocesados Herrera Távara –folios 

novecientos sesenta y tres a novecientos setenta y ocho del tomo dos– y 

Quispe Huertas –folios novecientos ochenta a novecientos noventa– 

interpusieron recurso de casación excepcional, alegando 

errónea interpretación de los artículos trescientos cuatro –

contaminación del ambiente– y trescientos catorce-A –responsabilidad 

de los representantes legales de las personas jurídicas– del Código 

Penal.  

1.4. Elevados los autos a esta Corte, se cumplió con el trámite de 

traslado a las partes procesales con interés y legitimidad para 

obrar por el plazo de diez días, luego de lo cual se examinó su 

admisibilidad –inciso seis del artículo cuatrocientos treinta del Código 

Procesal Penal–. Así, mediante auto de calificación –folios setenta y 

dos a setenta y ocho del cuadernillo de casación– expedido el 

veintiuno de junio de dos mil diecisiete, se declaró bien 

concedido el recurso de casación excepcional por el motivo 

estipulado en el inciso tres del artículo cuatrocientos 

veintinueve –si la sentencia o auto importa una indebida aplicación, 

una errónea interpretación o una falta de aplicación de la ley penal o de 

otras normas jurídicas necesarias para su aplicación–  del Código 

Procesal Penal. 

1.5. Cumplido con lo prescrito en el inciso uno del artículo 

cuatrocientos treinta y uno del Código Procesal Penal, 

mediante decreto del ocho de mayo de dos mil dieciocho –

folio ochenta y tres del cuadernillo de casación–, se fijó fecha para la 

audiencia de casación, la cual se realizó el treinta y uno de 
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mayo. Asimismo, el veintinueve de mayo de este año, la 

defensa técnica de los procesados presentó su escrito de 

alegatos complementarios, cuyo contenido se integró al 

cuaderno de casación. 

1.6. Celebrada la audiencia de casación, con la asistencia del 

Ministerio Público, la defensa técnica de los procesados y la 

parte civil, el recurso quedó al voto, en sesión privada, en la 

que se emitió la presente sentencia de casación.  

 

SEGUNDO. ÁMBITO DE LA CASACIÓN 

2.1. El planteamiento de casación, para el desarrollo de doctrina 

jurisprudencial por el motivo casacional de errónea 

interpretación de la norma penal se amparó en los siguientes 

fundamentos: 

2.1.1. Delimitar la función de garantes que ostentan los 

representantes legales de las personas jurídicas que se 

encuentren inmersos en el procesamiento de delitos 

ambientales, es decir, establecer las reglas y límites 

generales respecto a la autoría y participación de los 

agentes en este tipo de ilícitos. 

2.1.2. Fijar criterios que complementen lo establecido en la 

Sentencia de casación número trescientos ochenta y 

dos-dos mil doce/La Libertad, expedida el quince de 

octubre de dos mil trece por los integrantes de la Sala 

Penal Permanente, que en sus apartados cuatro punto 

cinco a cuatro punto nueve, bajo el subtítulo de 

“Fundamentos de derecho”, estableció que el delito de 

contaminación ambiental –artículo trescientos cuatro del 

Código Penal– es un tipo penal en blanco –condiciona la 
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tipicidad de la conducta a una desobediencia administrativa 

señalada en la Ley número veintiocho mil doscientos setenta y uno, 

expedida el dieciséis de agosto de dos mil cinco–, cuyo bien 

jurídico protegido es el medioambiente. Los verbos 

rectores –elementos objetivos del tipo– de infringir, 

contaminar y verter se configuran con la infracción de 

las normas que regulan la protección ambiental, 

causando o pudiendo causar un perjuicio o alteración 

de la flora, fauna y los recursos hidrobiológicos. 

Asimismo, dicha casación indicó que el delito de 

contaminación ambiental es de carácter omisivo y, a 

efectos de contabilizar el plazo de prescripción del 

delito, se estableció que este es de carácter 

permanente.  

 

CONSIDERANDO 
 

PRIMERO. ERRÓNEA INTERPRETACIÓN DE LA NORMA PENAL Y 

NECESIDAD DE DESARROLLO DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL 

1.1.  El representante del Ministerio Público, en su requerimiento de 

acusación –folios dos a cuarenta y tres–, imputó a Teódulo 

Valeriano Quispe Huertas que: 

En su condición de gerente de operaciones de la compañía 

minera Volcán S. A. A., transgredió  el deber de garante de la 

protección del ambiente, durante la dirección de las operaciones 

mineras de la unidad de producción Cerro de Pasco de la 

mencionada compañía, por cuya omisión dolosa y en varios 

momentos –i) del cuatro al ocho de octubre de dos mil ocho, ii) del tres 

al seis de diciembre de dos mil ocho, iii) el siete y ocho de mayo de dos 

mil nueve, iv) del veinticuatro al veintisiete de agosto de dos mil nueve, v) 

del seis al nueve de octubre de dos mil nueve y vi) del tres al seis de 

diciembre de dos mil nueve– provocó en contra de ecosistemas de 
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influencia un aumento relevante de riesgo, y no eligió medios 

técnicos ni idóneos, a pesar de conocer de los sucesos 

contaminantes.  

Así, se atribuye que a través de los efluentes mineros 

metalúrgicos doscientos dos –de la unidad de procesos 

metalúrgicos–, doscientos tres –de la planta de neutralización– y 

doscientos cuatro –del servicio de mina– descargó aguas de difusa 

calidad cuyas concentraciones contaminantes han podido 

causar perjuicio sobre la calidad ambiental del lado norte del 

lago Chinchaycocha –naciente del río Mantaro– en el impacto de 

las concentraciones contaminantes arrastradas primero por el río 

Ragro o Ragre, ex quebrada Chinchaycocha, y luego traídas 

por el río San Juan en catorce punto cinco kilómetros de 

recorrido, aproximadamente, contado desde los puntos de 

descarga. 
 

1.2.  Contra Juan José Herrera Távara indicó que:  

En su calidad de gerente general de la compañía minera Volcán                 

S. A. A., cometió el delito de contaminación ambiental, al tener 

un deber jurídicamente relevante de impedir la producción de 

sucesos contaminantes, sin poder adoptar medidas gerenciales 

entre mayo y diciembre de dos mil nueve. Cabe señalar que 

sobre este imputado no recaen las características que 

fundamentan lo especial del tipo penal del artículo trescientos 

cuatro, encontrándose llamado en virtud del artículo trescientos 

catorce-A y completado por el artículo veintisiete del Código 

Penal. 
 

1.3.  En el presente caso, se pretende que esta Corte Suprema 

establezca doctrina jurisprudencial por el motivo de 

errónea interpretación de la norma penal respecto a los 

límites de la autoría y participación de los agentes del delito 

de contaminación al ambiente –artículo trescientos cuatro del 

Código Penal–. 
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1.4.  Al respecto, debe indicarse que, conforme se desprende 

del artículo trescientos cuatro del Código Penal, el sujeto 

activo de este delito puede ser cualquier persona, es decir, 

la autoría no requiere cualidad especial alguna en el 

agente, pues se trata de un delito común. 

1.5.  Empero, de un análisis más exhaustivo de la norma penal, 

se advierte que la comisión de este delito está 

contextualizada para los supuestos en los que la 

contaminación es causada por empresas cuyo campo de 

acción se encuentra vinculado directamente con el del 

medioambiente –para el presente caso, las compañías mineras–. 

1.6.  En lo que respecta al supuesto típico de “causar o posibilidad 

de causar un perjuicio, alteración o daño grave al ambiente o sus 

componentes”, las máximas de la experiencia dictan que 

dicho perjuicio es generado por agentes organizados que 

se orientan por un fin económico, supuesto que claramente 

se opone a la contaminación del ambiente ocasionada 

por un agente particular. 

1.7.  En ese sentido, la delimitación de la autoría y la 

participación para los delitos de contaminación del 

ambiente especialmente se circunscribe al ámbito de las 

personas jurídicas, en las que los agentes que participan en 

aquellas se desempeñan conforme a una función 

previamente estipulada de manera normativa, es decir, el 

rol que cada agente desenvuelve dentro de dichas 

empresas viene exigido por el deber asignado normativa y 

previamente por estas. 

1.8.  Frente al debate de las teorías comúnmente esgrimidas en 

el ámbito de la autoría y participación –i) dominio del hecho e 
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ii) infracción del deber–, en lo que respecta al delito de 

contaminación del medioambiente, por tratarse de un 

delito complejo en virtud de su singular estructura e 

implicancia material –importa una ley penal en blanco que 

inevitablemente remite al derecho administrativo–, es viable optar 

por la teoría de la infracción del deber, que se 

conceptualiza –en términos amplios– como la competencia de 

un agente que le viene otorgada por una norma jurídica 

para desenvolverse dentro de un espacio institucional –

verbigracia, una compañía minera–. 

1.9.  La elección de esta teoría, sin embargo, no es meramente 

subjetiva y discrecional, sino que viene impulsada por un 

criterio de aplicabilidad o simplicidad en el entendido de 

que la elección de ella permite operativizar de manera 

clara el ámbito de la conducta del agente o, en otras 

palabras, permite imputar la responsabilidad penal del 

agente en los supuestos en que la normatividad estipulada 

por la persona jurídica le otorga. 

1.10  De ello se deriva que la conducta penalmente sancionada 

de los agentes activos en el delito de contaminación 

ambiental únicamente puede ser viable en la medida en 

que el deber exigido por la norma prevista por la persona 

jurídica así lo ha establecido, por lo que cualquier otra 

conducta que extralimite o no precise dicho deber o rol 

deberá excluir la responsabilidad el agente. 

1.11. En el presente caso, del auto de vista –folios dos a diecisiete del 

cuadernillo de casación– se advierte que la Sala Superior, al 

revocar el auto del A quo que declaró fundado el 

requerimiento de sobreseimiento a favor de Quispe Huertas 
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y Herrera Távara, consideró que: i) el delito de 

contaminación ambiental es un delito omisivo y por ello, 

conforme a los hechos descritos en la acusación fiscal, sería 

atribuible a los mencionados imputados en la medida en 

que no habrían intervenido para controlar dicho acto 

contaminante, el cual se encontraba en el ámbito de sus 

dominios; y ii) ello se refuerza aún más si por los cargos que 

desempeñaban tenían el deber de evitar que se produzca 

el resultado prohibido. 

1.12. Sin embargo, no deja de advertirse que la decisión del Ad 

quem no precisó cómo no habrían intervenido –forma y modo 

de acusación fáctica y su calificación normativa– los imputados 

para controlar el acto contaminante, es decir, no se 

delimitó el nexo causal entre el rol desempeñado por los 

procesados y el resultado imputado. 

1.13. Si bien la Sala refiere que, según los hechos denunciados, 

los coprocesados tenían el deber de observar la no 

contaminación de río Ragro o Ragre y el río San Juan, en el 

auto de vista no se aprecian argumentos de la forma como 

dicha conducta habría excedido el ámbito de 

competencia de los roles asumidos por Quispe Huertas 

como gerente de operaciones y de Herrera Távara como 

gerente general de la compañía minera Volcán S. A. A. 

Esto encuentra mayor asidero si en el requerimiento de 

acusación fiscal –folios dos a cuarenta y tres del tomo uno–se 

advierte lo siguiente:  

1.13.1.  Si bien se precisaron los términos de la imputación 

contra los mencionados coprocesados –apartado tres 

punto uno y tres punto dos de la presente sentencia de 
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casación–, no se advierten, una vez más, argumentos 

acerca de la manera como dichos coprocesados 

habrían infringido su deber –por el cargo que 

desempeñaban– en los hechos que se les imputan. 

1.13.2.  Luis Enrique Osorio Verástegui –folio diecisiete–, al 

brindar su declaración previa, refirió que: “En 

diciembre de dos mil ocho tenía el cargo de jefe de asuntos 

ambientales y de acuerdo con sus funciones realizaba el 

monitoreo de los vertimientos industriales minero-metalúrgicos, 

aguas antes y después de las operaciones mineras de la 

empresa. Explica que un monitoreo comprende la toma de 

muestras, el análisis químico en un laboratorio externo y el 

reporte, que es comunicado a las respectivas 

superintendencias para la adopción de medidas coercitivas”. 

1.13.3. Declaración que fue corroborada por la versión 

proporcionada de Quispe Huertas –folio trece–, quien 

aseveró que: “Ocupó el cargo de gerente de operaciones y 

actualmente no labora para la empresa. Con relación al 

monitoreo ambiental, correspondía al área del 

medioambiente, que se encargaba de realizar todos los 

monitores, los cuales se informaban semanalmente vía correo 

electrónico, siendo el responsable de ello el ingeniero Luis 

Enrique Osorio Verástegui”. Es decir, solo para esta 

persona el representante del Ministerio Público sí 

logró establecer el nexo entre el deber que cumplía 

en la compañía volcán S. A. A. y la conducta 

imputada. 

1.13.4.  Para describir el tipo penal del delito de 

contaminación del ambiente, el representante del 

Ministerio Público señala –folio veintiocho– que: “No 

hace alusión a un elemento condicionante de autoría, en el 

sentido de exigir una cualidad funcional o de otra índole para 
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ser considerado sujeto activo del delito de contaminación 

ambiental; autores serán todos aquellos que cuenten con el 

dominio del acontecer típico quienes tienen la posibilidad de 

frustrar el evento típico como protagonistas del suceso 

delictivo. Dicho dominio funcional puede ser compartido por 

varias personas, siempre que en aquellos concurran todos los 

elementos exigibles para el caso de una coautoría; de no ser 

así, su intervención delictiva ha de ser calificada como 

partícipes (cómplice o instigador) […]”. 
 

1.14. De lo anterior se observa que, si bien el agente del delito 

de contaminación ambiental es un sujeto común, ello no 

implica que en el contexto de una persona jurídica los 

agentes no asuman determinados deberes y sean 

responsables únicamente por ellos, situación que 

equívocamente el representante del Ministerio Público no 

considera al asumir una teoría del dominio del hecho que 

no permite identificar con claridad el ámbito de 

competencia que le viene exigido por la normatividad de 

la empresa en la que dichos agentes se desenvuelven. 

1.15. Esto trae como consecuencia la vulneración de los 

principios de imputación necesaria –inciso catorce del artículo 

ciento treinta y nueve de la Constitución, como extensión del derecho 

de defensa–, al no delimitarse concretamente los hechos 

delictivos atribuidos a los procesados, y el de proscripción 

de la responsabilidad objetiva –artículo siete del título preliminar 

del Código Penal–, al considerar como autores del delito de 

contaminación ambiental a Quispe Huertas y Herrera 

Távara por el hecho de detentar los cargos de gerente de 

operaciones y gerente general de la compañía minera 

Volcán S. A. A., respectivamente, circunstancia que en un 
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Estado constitucional y democrático de derecho debe 

excluirse.  

1.16. En ese sentido, la conducta atribuida a los procesados no 

constituye una conducta penalmente reprochable, pues el 

representante del Ministerio Público no solo omitió la forma 

en la que estos habrían incurrido en dicha conducta a 

partir de la función que desempeñaban en la compañía 

minera Volcán           S. A. A., sino que, conforme a lo 

indicado anteriormente, no es posible atribuírseles 

responsabilidad, pues se mantuvieron en el ámbito de su 

competencia. Por ello, deberá ampararse la casación 

interpuesta.  

1.17. Finalmente, si bien el representante del Ministerio Público le 

imputó al procesado Herrera Távara la comisión del delito 

de responsabilidad de los representantes legales de las 

personas jurídicas –artículo trescientos catorce-A del Código Penal–, 

debe indicarse que sobre este punto, mediante auto de 

calificación –folios setenta y dos a setenta y ocho del cuadernillo de 

casación–, los miembros de esta Sala no encontraron mayor 

relevancia casacional, por lo que no se emite 

pronunciamiento alguno en dicho extremo. 

 

DECISIÓN 
 

Por las razones expuestas, los integrantes de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I.  DECLARARON FUNDADO el recurso de casación formulado 

por la defensa técnica de Teódulo Valeriano Quispe 

Huertas y Juan José Herrera Távara contra el auto de vista 

expedido el treinta y uno de enero de dos mil diecisiete; y, 
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en consecuencia, CASARON el auto de vista recurrido que 

revocó el auto que declaró fundada la solicitud de 

sobreseimiento formulada por la defensa técnica de Quispe 

Huertas y Herrera Távara. 

II.  ACTUANDO COMO SEDE DE INSTANCIA, CONFIRMARON la 

resolución del treinta de mayo de dos mil dieciséis, que 

declaró fundado el sobreseimiento a favor de Quispe 

Huertas y Herrera Távara; con lo demás que contiene.  

III.  DISPUSIERON la notificación de la presente Ejecutoria a las 

partes personadas a esta Sede Suprema. 
 

S. S. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 

 
 

PRADO SALDARRIAGA 

 
 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

 
 

NEYRA FLORES 

 
 

SEQUEIROS VARGAS 

 
 

IASV/ajsr    


